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INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACIÓN 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 4 de mayo de 2011 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Mario Perrachón. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Hugo Dávila, Rodrigo Goñi Romero, Graciela 
Matiaude Espino y Hermes Toledo Antúnez. 


ASISTEN: Señores Representantes Yerú Pardiñas y Aníbal Pereyra. 


INVITADOS: Por el Instituto Nacional de Colonización: señores ingenieros agrónomos Andrés 
Berterreche, Presidente, y Gonzalo Gaggero, Vicepresidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Perrachón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al Presidente del Instituto Nacional de Colonización, ingeniero agrónomo Andrés 
Berterreche, y al Vicepresidente, ingeniero agrónomo Gonzalo Gaggero, para tratar, en primer término, el 
tema del colono de Bella Unión. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Voy a leer lo que el Directorio del Instituto en pleno decidió publicar 
acerca de este caso, como portavoz de un órgano colegiado y para sacar el tema de un ámbito que se ha 
vuelto personal. Creemos que eso no es bueno, porque este es un asunto institucional y como tal hay 
que tratarlo. 


El comunicado dice: "Ante los hechos acontecidos recientemente en el Departamento de Artigas, en la 
colonia Eduardo Acevedo, el Directorio del Instituto Nacional de Colonización en pleno quiere dejar 
establecidas las siguientes precisiones: El señor Ney Thedy ocupaba la fracción N* 52 de la Colonia Eduardo 
Acevedo, con las siguientes características: tipificación agrícola-ganadera, IP 108; superficie 218 ha, valor 
actual de la renta anual $ 181.179,83. Al referido productor se le adjudicó en arrendamiento la fracción según 
consta en el expediente N*” 46.043, bajo el siguiente procedimiento: 04/89 Acta N* 3906, Resolución.97 Se 
abre el registro de aspirantes a colonos para la fracción N* 52 de la colonia Eduardo Acevedo. 10/89 El Sr. 
Ney Thedy se inscribe conjuntamente con 82 aspirantes más. 02/91 Acta N* 4020, resolución N* 28 Se 
adjudica en arrendamiento la fracción N* 52 al Sr. Ney Thedy Pintos. 05/91 El señor Ney Thedy toma 
posesión de la fracción. Como productor dedicó buena parte de la referida fracción al subarrendamiento a 
empresas arroceras según se desprende del siguiente detalle. Expediente N* 47.622 Aparcerías realizadas en 
la fracción. Zafra 90/91 60 ha autorizada por 2 años. Zafra 92/93 120 ha autorizada. Zafra 94/95 120 ha 


autorizada. Zafra 95/96 110 ha autorizada. Zafra 96/97 110 ha autorizada. Zafra 97/98 110 ha pide 
autorización estando el arroz ya sembrado. Zafra 98/99 127 ha autorizada". Recuérdese que la superficie 
adjudicada al señor colono era de 218 hectáreas. Esto significa que el 60% estaban tercerizadas a una 
empresa arrocera. 


Sigue el comunicado: "Zafra 2003/2004 110 ha Contrato con Mercoagro Servicios SRL. Esto demuestra que 
usó desde un comienzo y casi todo su período como colono, una metodología rentista que realiza contratos 
con agricultores externos en lugar de cumplir con las verdaderas obligaciones de producir directamente que 
tiene un colono.- Zafra 2009 36.4 ha sin autorización (no se le autoriza por no cumplir con las formulas de 
pago acordadas) Acta N* 5017, resolución N* 2 (04/08/10) No autorizar la aparcería porque tiene rescindido 
el contrato de arrendamiento desde el 31/01/10.- Análisis de su deuda: Pagó las rentas en fecha hasta 1998 
inclusive. Las rentas 1999 y 2000 las pagó con intereses. La renta 2001 se le refinanció a 10 años. No pago 
nada más hasta que salió la nueva refinanciación en 2006. Para poder ingresar a la nueva refinanciación tenía 
que pagar el equivalente a una renta 2005 ($ 101.936) y la renta 2006 ($ 108.221). 02/06 El colono solicita 
ser incluido en la reformulación. Deuda al 7/03/07 $ 616.815 (casi 6 rentas)". Recuérdese que la Ley 

N? 11.029 determina que a partir de cuatro rentas atrasadas automáticamente se rescinde el contrato. En ese 
momento no solamente no se rescindió el contrato, sino que se le aceptó la postulación a la refinanciación. 


Continúa el comunicado del Instituto: "La deuda podría disminuir hasta en un 45%, si se atendiera al 
cumplimiento de las condiciones estipuladas en el Programa de Reformulación de Deudas, Refinanciación y 
Mejora de la Gestión de Cobro", es decir, pagar lo correspondiente a 2005 y 2006. Recuérdese que ya se está 
en el año 2007. 


Se resuelve refinanciar la deuda disminuida en un 45% a pagar en 10 años. A partir de ese momento volvió a 
no pagar absolutamente nada. No pagó lo correspondiente a 2005 ni a 2006, no pagó la refinanciación de 
2001 a 2006, pero tampoco pagó lo correspondiente a 2007, 2008 ni 2009, a pesar de que hasta hizo un 
cultivo de arroz no autorizado. En determinado momento, el Directorio lo intima a pagar y le da como fecha 
el 31 de diciembre. El colono no paga nada ni se presenta ni pregunta cuál es su situación. 


El Directorio, en una demostración de flexibilidad que es común para todos no se hace especialmente para 
este colono, le da un mes más pagar. El colono tampoco paga absolutamente nada. Totalmente fuera de fecha, 
vencida la refinanciación y todos los plazos que se habían dado al colono, empieza a pagar algo que ni 
siquiera cubre lo correspondiente a 2007, 2008 y 2009. 


Continúo leyendo el comunicado: "La deuda a esa fecha, descontando lo que el colono había pagado era de 
aproximadamente USD 32.000, sumando cerca de 10.000 dólares más por la medianería de arroz.- Al no dar 
cumplimiento con lo dispuesto se inician, con fecha 27/07/2010, las medidas judiciales.- El Presidente del 
INC, a principios del mes de octubre de 2010, en la reunión de Cruz de los Caminos realizada por la 
Comisión Nacional de Fomento Rural, mediante intermediarios enviados por el colono, le hace saber que el 
INC dejaría sin efecto las medidas judiciales si pagaba lo adeudado. Esta decisión no podría haberse tomado 
por un solo director, en la medida que el Directorio del INC es un órgano colegiado y necesita el voto de 
todos sus integrantes para tomar una decisión de este tipo. Sin embargo, el Directorio de ese momento aceptó 
el compromiso asumido por su Presidente.- Luego de este último esfuerzo negociador el colono no ha 
realizado más pagos hasta la fecha de hoy, ni se comunicó ni con el Presidente ni con ningún otro Director 
para tratar de negociar absolutamente nada.- El colono en la fecha adeuda $ 1.058.545, a lo que se suman 
USD 9.546,61 por aparcerías de arroz no autorizadas e impagas.- Por todo lo que antecede y por respeto a los 
más de 80 aspirantes que no fueron atendidos en el año 91, cuando se le adjudicó al señor Thedy la fracción 
N? 52, así como a la inmensa mayoría de los colonos que cumplen sus obligaciones como tales.- Por que el 
Directorio seguirá cumpliendo con no permitir que aquellos que tienen el inmenso honor y privilegio de que 
la sociedad les entregue una fracción del INC para su trabajo, violenten sistemáticamente la ley N* 11.029, 
creada para defender a los que no pueden acceder a la tierra por otras vías.- El Directorio del Instituto de 
Colonización declara: Su apoyo a la acción de sus trabajadores en el cumplimiento de la ley; su repudio a las 
agresiones al Directorio en su conjunto y, en particular, al Presidente y al Vicepresidente, con el agravante de 
la agresión particular al domicilio y por ende a la familia del Presidente, inusuales e intolerables en la 
sociedad uruguaya.- Que estas formas de presión sólo atentan contra la ley. El funcionamiento del INC 
continuará con el cumplimiento de la misma" 


Quedo a las órdenes por cualquier pregunta que se desee formular. 


SEÑOR DÁVILA.- Doy la bienvenida a los integrantes del Directorio del Instituto Nacional de 
Colonización. 


La semana pasada, estando en Bella Unión, nos enteramos de esta situación y fuimos al predio donde se iba a 
hacer el desalojo. Estuvieron presentes el juez y las fuerzas policiales, y después salieron algunos 
comentarios en los medios de prensa en el sentido de que no habíamos acatado la resolución de la Justicia y 
demás, pero son versiones de prensa que nada tienen que ver con la realidad. Simplemente, cuando el juez 
labra el acta, nos incorpora como que estábamos presentes como legisladores. 


A veces, nos cuesta ir como bomberos en determinadas situación, pero si tenemos que ir, como mínimo nos 
gustaría saberlo de antemano. Los que conocen Uruguay, los que conocen Bella Unión, saben que Bella 
Unión tiene una historia de lucha, que la lucha por la tierra no es de ahora, sino que viene de muchos años 
atrás y, sin duda, para los trabajadores rurales, principalmente los nucleados en UTAA, este colono Thedy era 
un símbolo, porque fue el único de los que acompañaron a Raúl Sendíc en aquella marcha a Montevideo que 
después de toda esa lucha de muchos años pudo hacerse de una fracción de tierra, en el año 1991. 


Podrá verse todo el tema de la deuda, de las dificultades, pero también se podría haber entendido que, en su 
momento, había demostrado voluntad de pago y que, a veces, alejados en el medio del campo, algunos son 
mal asesorados, mal informados, se dejan estar. Los allí presentes hacían saber que entendían que no habían 
sido cumplidas todas las vías administrativas y que se enteraron de la rescisión del contrato por la vía 
judicial. La pregunta es si es el Instituto tiene la facultad de rescindir el contrato unilateralmente y si eso se le 
comunica al colono por la vía administrativa antes de llegar a la órbita judicial. Lo pregunto porque según la 
versión que tenemos él es consciente de la deuda, la había asumido, no tenía claro cuál era el total y había 
solicitado saberlo, pero la sorpresa fue que el Instituto no solo lo notificó vía administrativa de la rescisión 
del contrato sino que, de golpe y porrazo, el tema pasó a la Justicia. Queremos saber cómo es el 
funcionamiento del organismo en estas situaciones. 


SEÑOR BERTERRECHE.- La Ley N” 11.029 no solamente define el derecho del Instituto a rescindir 
un contrato cuando los incumplimientos sean reiterados: tiene la obligación de hacerlo. De todas 
maneras, porque es un ente autónomo con un componente social muy importante, siempre se trata de 
extremar todos los esfuerzos antes de rescindir un contrato. Preferimos que el colono se enderece a 
tenerlo que desalojar; esta es la peor de las alternativas para el Instituto también. Luego de rescindido 
el contrato se le pide al colono la fracción. Al no entregarla, se sigue la vía judicial, y el procedimiento 
de desalojo es judicial, no lo hace el Instituto Nacional de Colonización. Eso también nos gustaría 
dejarlo claro. 


Hay que tener en cuenta que se incumplió, y de muchas maneras, durante muchos años. No es solamente un 
asunto de una poca plata, como aparece en los medios; tiene otros componentes de incumplimiento. Se 
extremaron todas las posibilidades para llegar a un arreglo y en ningún momento hubo un acercamiento. 
Insisto: en la reunión de Cruz de los Caminos, en octubre de 2010, personalmente me entrevisté con un 
representante de lo rural como es el señor Julián Cabrera, que me estableció que había una situación muy 
grave con este colono, que a ellos les parecía que se le estaba haciendo justicia indirecta por la ocupación de 
los hijos. Ese no es el problema. Acá no hay colonos clase A y clase B; a todos les aplicamos las mismas 
disposiciones. No estamos desalojando gente todos los días; estamos desalojando a aquellos que incumplen, y 
no preguntamos su historia ni a qué iglesia van los domingos. Lo único que pedimos es que cumplan con las 
obligaciones que tienen con la Ley N* 11.029. 


Lo primero que hacemos siempre es darle una opción más para que el colono pueda arreglar, pero llega un 
momento en que no hay nada que hacer. Todas estas refinanciaciones de que hablamos no se dieron 
solamente al señor Ney Thedy, sino también a todos los colonos con problemas de endeudamiento. Pero el 
Instituto tiene una responsabilidad, porque venía de mucho tiempo de incumplimientos en el pago. Para que 
tengan una idea, se llegó a tener menos del 30% de buenos pagadores. En algún momento teníamos que pasar 
línea y empezar a ordenar si es que queremos tener un Instituto fuerte y de cara a atender las necesidades de 
tierras de los productores familiares del país. Este es un caso más, que tomó notoriedad por otros asuntos, 
pero no va a ser el último, y en la medida en que los colonos no se enderecen en relación con sus 
obligaciones, extremaremos los procesos negociadores para que se puedan arreglar, pero va a llegar un 
momento en que si no quieren hacerlo, tendremos que actuar. 


Un tema adicional específicamente en cuanto al desalojo: hace más de un mes que se sabía que el 26 de abril 
se desalojaba a Ney Thedy. Venir a negociar el 26 de abril, por lo menos me parece que no es de buena fe. Si 
se quería negociar, se podría haber hecho antes, aunque no había mucho para negociar. La única negociación 
posible era que pagara toda la renta y ahora sin refinanciación, porque había perdido todas las posibilidades 
que le había dado el Instituto. 


SEÑOR GAGGERO.- Es bueno aclarar al señor Diputado que el Instituto no toma medidas judiciales 
sin antes agotar las vías amistosas refrendadas por la Ley N” 11.029. Tal como se puede leer en esta 
declaración que ha hecho el Instituto, el señor Thedy conocía su situación de endeudamiento y su 
capacidad de refinanciar la deuda desde el año 2006 y nunca planteó una solución. 


Yo quiero decir, además, que cuando en 2005 se toma al Instituto con una gran deuda de los colonos 
proveniente de las crisis de 2000 no olvidemos que Artigas también tuvo una crisis especial por la aftosa y de 
2002, se estudiaron con muchísimo cuidado y recaudo, caso a caso, soluciones de endeudamiento para todos 
los colonos. Quiero destacar que el Instituto fue la única organización acreedora de productores rurales que 
sacó todos los intereses de las deudas e hizo un programa específico repito, caso a caso que había sido 
anunciado en marzo de 2007 por el Poder Ejecutivo y que se cumplió estrictamente. Quitó todas las multas, 
todos los intereses, además de recalcular las deudas, porque pretendía mantener en su activo el valor de las 
rentas que generaban los colonos para el Instituto. Así se hizo; y deudas que en su momento eran importantes 
e imposibles de cumplir para la mayoría de los productores endeudados y familiares que atiende el Instituto 
Nacional de Colonización fueron rebajadas, en algunos casos hasta el 80% y, en otros, como este, hasta un 
45%, habiendo generado posibilidades de pago con el cultivo de arroz. La mayoría de los colonos no tienen 
esa posibilidad de arrendar su tierra para el cultivo de arroz, generar una renta adicional y volcarla al 
endeudamiento. Ni siquiera en esa situación este colono cumplió. Pero además de ese programa de 
reformulación de deuda por el cual quitamos los intereses, las multas y recalculamos las deudas, nosotros 
hicimos una refinanciación: refinanciamos hasta cuatro rentas por colono y le dimos doce años para pagarlas. 
Tenían que firmar un nuevo contrato y se les daba una oportunidad de refinanciar sus deudas. Además, 
queríamos mejorar la gestión de cobro del Instituto porque si en el pasado no estuvimos cerca de los colonos, 
a partir de esa refinanciación y con la firma de un nuevo contrato donde el colono se beneficia de esa 
situación, tiene la oportunidad de refinanciar las deudas, de recalcularlas y no pagar intereses, y firma la 
obligación de cumplir en fecha con las nuevas rentas. En esa consideración y aquí está presente nuestro 
distinguido ex Director, el señor Diputado Pardiñas, que también hizo su gran aporte al programa, se firmó 
un nuevo contrato y durante tres años el Instituto no subió las rentas, nada, para que los colonos pudieran 
recapitalizarse y cumplir con su endeudamiento en forma; como el endeudamiento va atado a la renta, fuimos 
absolutamente condescendientes a fin de encauzar una nueva organización y gestión de cobro, que está dando 
estos resultados. Porque al señor Thedy se le comunicó en reiteradas oportunidades, por parte de los servicios 
del Instituto, que estaba pendiente su refinanciación y su incumplimiento. En determinado momento, a partir 
del 2010, como no obtuvimos respuesta, unilateralmente por la potestad que nos confiere la Ley N* 11.029 el 
Directorio rescinde el contrato. Aun rescindiendo el contrato, hay colonos que se han presentado y han 
cambiado su situación por distintas causas ya sea por enfermedad, muerte, etcétera y en estos casos el 
Instituto les ha acordado soluciones a sus endeudamientos y a su rescisión. 


Quiere decir que la manifestación pública en que se señala que el Instituto corre a los colonos fríamente, no 
es cierta. Es un largo proceso, donde además, si el colono se defiende, cada actuación judicial después que 
pasa de la órbita del Instituto a la Justicia es notificada en la colonia donde el colono vive y tiene su fracción, 
que es el domicilio legal contractual que el Instituto registra en el contrato con cada uno de los colonos 
arrendatarios. 


Quiero destacar todos estos hechos, porque parecería muy trágico que el Instituto no hiciera estas 
apreciaciones cuando ha dado una magnífica oportunidad a más de quinientos colonos deudores que se 
acogieron a la refinanciación y la vienen cumpliendo; algunos con más y otros con menos dificultades, pero 
todos están cumpliendo. Pero con aquellos que ni siquiera tienen la buena voluntad de pasar por la Regional 
para establecer contactos con los gerentes regionales previa notificación de sus incumplimientos, que también 
se hace vía regional tenemos que aplicar la ley. Dentro de la ley todo y fuera de la ley, nada, porque uno de 
los aspectos fundamentales es la regularización del cumplimiento de los pagos al Instituto. Cuando se 
encuentra un organismo que está cobrando por debajo del 40% de las rentas del mercado a sus colonos y 
durante los dos años anteriores al 2006 y 2007 tampoco subieron las rentas a pesar de que la situación venía 


mejorando en la proporción que daba para aumentarlas, eso significa que toda la organización del Instituto 
Nacional de Colonización hizo el sacrificio para que esos productores cumplieran y se ordenaran. 


Por eso la tranquilidad de conciencia tanto del Directorio del Instituto como de sus funcionarios cuando 
tenemos que llegar a la desgraciada situación de sacar a un colono de su tierra. Pero oportunidades para 
cumplir y negociar tengan todos ustedes la absoluta seguridad de que la han tenido. Ahora: hay que cumplir. 
Fíjense que en una de las apreciaciones de tipo personal se dice que Gaggero es un deudor contumaz. Bueno, 
pero Gaggero siempre cumplió con su patrimonio, en cada una de las situaciones apremiantes que tuvo la 
ganadería en este país. Como lo hice yo, también lo han hecho todos los productores que cumplimos con lo 
que es nuestra obligación: asumir un compromiso, aun teniendo dificultades, pero pagar. En estos casos, 
lamentablemente no es así. 


¿Qué pasa a partir de ahora? Una vez desalojado el colono, se le permite tener pastoreo de la hacienda que 
tiene porque está enferma de brucelosis, hasta que Sanidad Animal determine que está limpia y que puede ser 
retirada del establecimiento. En ese caso, el Instituto valora las mejoras que el colono ha hecho en la fracción 
de tierra, las tasa, le comunica al colono cuál es el valor de tasación de sus mejoras y la compensa con su 
deuda. Si el colono tiene un saldo a favor, el Instituto le paga; de lo contrario, le cobra mediante embargos o 
lo que fuera, referido un acuerdo de pago. Esa es la situación actual de este y de todos los colonos que han 
pasado por esas circunstancias. 


SEÑOR DÁVILA.- He escuchado decir al Director del Instituto Nacional de Colonización que, aun 
tomada la resolución de rescisión del contrato, hubo instancias para llegar a acuerdos. Pregunto si no 
se podría haber tenido en cuenta que el ganado tenía brucelosis. Quiero saber si estaban en 
conocimiento de que el ganado, que era lo que le generaba renta a este colono, estaba en esa condición, 
porque quizás se podía haber sido flexible en cuanto a tomar la medida de una vez liberado el ganado 
de la brucelosis, se podía rematar y pagar la deuda. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Estábamos en absoluto conocimiento. Consideramos ese aspecto como un 
tema a tener en cuenta. Pero hay que aclarar: este hombre no tiene quince, cincuenta o setenta y cinco 
vacas, como la mayoría de los ganaderos que ingresan a los predios del Instituto Nacional de 
Colonización. Este colono tenía 261 animales y 22 caballos. Ese es un capital importante en 
semovientes; aun con brucelosis que también es subsidiada por el Estado es un capital muy superior a 
la deuda que tenía. Pero, además, la brucelosis la detectó bastante después del final de todos sus 
vencimientos. Inclusive, en el mes de octubre no tuvimos una propuesta diferente. 


Como dije, por respeto a los ochenta y dos aspirantes a los que no se les entregó esa fracción de tierra en el 
año 1991 y a todos los colonos que pagan puntualmente no podemos crearles situaciones artificiales sin 
siquiera una posición. Cada vez que se le daba un beneficio tres veces, automáticamente lo aceptaba y dejaba 
de pagar, lo aceptaba e incumplía automáticamente. 


Entonces, sí fue un elemento que tuvimos en cuenta. Cuando hablé con el interlocutor del colono, que lo 
mandó a esa reunión en Canelones, le dije que estábamos dispuestos a suspender las medidas judiciales 
contra el pago, pero no contra la nada. El problema es que hay determinadas lógicas que a algunos colonos 
los hace pensar que son como inimputables a pesar de ser mayores de dieciocho años. Esa situación no se 
puede sostener y llega el momento en que tenemos que decir: "Te dimos una, dos, tres y cuatro 
oportunidades; ahora te suspendemos todo". Llega un momento en que hay que poner un límite. Por supuesto 
que consideramos esa problemática, pero también sabemos que 261 animales más 22 caballos, aun con 
brucelosis, valen bastante más que su deuda. Y si se trataba de la vida, de la diaria de este colono, debemos 
recordar que llegó a hacer más del 60% tercerizando con arroz, y la última vez, sin autorización; ni siquiera 
le pagó la renta al Instituto, no las bolsas que le correspondían por ser campo de Colonización. No debemos 
olvidar que esto no es ni de Berterreche ni del Presidente: esto es del pueblo uruguayo, de los trabajadores 
uruguayos, que son los que históricamente han financiado al Instituto Nacional de Colonización; y a ellos nos 
debemos. 


SEÑOR CASAS.- Quiero plantear dos o tres aspectos. Me llama la atención la concurrencia del 
Instituto por este tema, porque como este caso deben tener varios a lo largo y ancho del país. Quizás 
porque este asunto ya tomó connotación pública es que los tenemos acá. 


En nuestro departamento de San José hemos tenido varios lanzamientos de colonos, supongo que por 
situaciones similares o iguales y, sin embargo, no hemos tenido la oportunidad de que ustedes nos visiten, y 
creemos que tampoco corresponde, porque para eso ustedes son los delegados y nosotros tenemos 
mecanismos directos para comunicarnos si tenemos alguna duda. En ese sentido, damos nuestro apoyo en lo 
que refiere a la parte administrativa y, también al señor Presidente en lo personal: creo que un agravio en su 
casa familiar es algo que no corresponde. Quienes hemos transitado por la vida política, lamentablemente 
pasamos por esas situaciones. Muchas veces, cuando se mezclan los asuntos de la función pública con los 
temas familiares realmente nos duele y mucho. En lo que me es personal, brindo mi apoyo sincero al señor 
Presidente y a su familia. Me parece que la queja y la protesta podían darse en la puerta del Instituto Nacional 
de Colonización, ya que usted es Presidente de un organismo público y no lleva adelante su labor solo ni en 
forma autónoma, sino en coordinación con otros compañeros. 


Por otra parte, me interesa conocer si ese predio está interdictado, si tienen la fecha de interdicción por parte 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Además, quisiera saber cuál va a ser el futuro del ganado, si 
tienen alguna respuesta por parte de las autoridades de dicha cartera en cuanto a la fecha de faena de los 
animales. Esta es la pregunta que quería plantear como final de este tema. Creo que allí puede estar un cuello 
de botella por el tema del movimiento del ganado. También quisiera saber en qué situación está el predio, a 
fin de asegurarnos que ese ganado esté confinado allí hasta que la Cartera tome una resolución definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar al señor Diputado Casas que la Presidencia invitó a las 
autoridades del Instituto Nacional de Colonización por la trascendencia pública del tema. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En primer lugar, quiero agradecer las declaraciones del señor Diputado 
Casas hacia mi persona y mi familia. 


En cuanto a la denuncia de la brucelosis, no sé cuándo fue exactamente la interdicción. Sí hay un contacto 
permanente entre la regional de Artigas, que está en Bella Unión, y los Servicios Ganaderos del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Según tengo entendido y por lo que manifestó el colono, la determinación de brucelosis sería desde fines del 
2009 y principios del 2010. De todas maneras, se están haciendo los sangrados y se va a esperar a poder 
levantar la interdicción; mientras tanto el ganado va a quedar en custodia del Instituto, pero en propiedad del 
señor Ney Thedy. Digo esto para aclarar algunas versiones de prensa que dicen que nos vamos a quedar con 
el ganado y las mejoras. Bajo ningún concepto. Le vamos a pagar peso sobre peso las mejoras y le vamos a 
devolver el ganado al señor Ney Thedy, y vamos a cobrar su deuda. Pero en eso quedamos a lo que definan 
las autoridades del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En primer lugar, quiero dejar constancia de que el Instituto no tiene 
posibilidades de cobro de oficio. Aunque en una fracción recuperada que ganado de un colono, sigue 
siendo de su propiedad y no hay mecanismo legal que no sea el remate público para que el Instituto, 
como cualquier otro acreedor, pueda cobrar. En ese sentido, no hay tal posibilidad de apropiación del 
ganado. 


Me gustaría saber si en algún momento hubo oferta por parte del colono de entregar el ganado como forma 
de pago, cosa se puede realizar aun estando interdicto el predio, manteniéndose en él. Es decir, es posible 
cambiar la titularidad de la propiedad del ganado, se evalúa, y el Instituto tiene mecanismos de aprobación 
del cobro en producto, ya que eso está recogido en la propia Ley N* 11.029, podría ser parte de la solución de 
la interdicción por lo cual no podía salir el ganado. Quisiera conocer si hubo alguna gestión por parte del 
colono o de su representante en ofrecer pago en producto, cosa que la Ley N* 11.029 recoge en su texto. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Al menos desde el 1” de junio de 2010 que fue cuando yo ingresé al 
Instituto hasta el día de hoy nunca tuvimos esa propuesta arriba de la mesa; nunca el colono acercó esa 
posibilidad. Hay que entender que la propiedad del colono es propiedad del colono. Nosotros no 
podemos hacerle esa propuesta porque sería sobre la propiedad del propio colono. 


Un elemento adicional es que, aun interdictado por brucelosis, el valor de ese ganado supera en creces la 
deuda que tenía el colono; sobre todo al momento en que se le refinanció, la deuda no llegaba a un tercio del 


valor del ganado que tenía en el campo. Eso demuestra la voluntad o no. No sé qué pasó antes del 1* de junio. 
Me dice el Vicepresidente que nunca se hizo ese planteo, y nosotros no lo podemos hacer. Lo habríamos 
arreglado. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Es bueno que quede claro para la Comisión que en las aparcerías agrícolas que 
realizó el colono en este caso del cultivo de arroz no solamente hubo incumplimiento de llevarlas 
adelante sin autorización según nos informan, sino que también en ese proceso se verifica por parte del 
colono la apropiación de parte de esa aparecería que es propiedad del Instituto en virtud de las normas 
que rigen las aparcerías, y que creo que en este caso también eran conocidas por el colono, ya que 
previamente había realizado aparcerías aprobadas por el Instituto. Me gustaría que la respuesta 
quedara establecida en la versión taquigráfica. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Eso está establecido en lo que nosotros manifestamos previamente y en el 
comunicado a la opinión pública que realizara todo el Directorio del Instituto. Es más: no solamente 
incumplió al hacer cultivo de arroz sin autorización, sino que en ningún momento pagó lo que le 
corresponde al Instituto por ese cultivo. Todos los colonos que tienen autorización para cultivar arroz 
le pagan al Instituto. Es decir que además hizo una apropiación de fondos que son del Instituto. Ya ni 
siquiera estamos hablando de la renta. Esto ascendió a US$ 10.000 adicionales. A veces, cuando 
nosotros tenemos que dar respuesta en la Colonia Raúl Sendic a los grupos que están allí para reparar 
una represa o brindar mecanismos de diversificación productiva, no tenemos recursos para eso y, en 
definitiva, son recursos que los propios colonos han cobrado y los han usado con otros fines. 


SEÑOR CASAS.- Quiero complementar lo que ha dicho el señor Diputado Pardiñas, porque me parece 
que no quedó claro el tema de la aparcería con respecto al arroz. Él la practicó en más de una 
oportunidad y en la última, según tengo entendido, no cumplió ni siquiera solicitando la autorización 
previa. En las anteriores ocasiones, ¿solicitó al Instituto la autorización y cumplió con el requisito 
previsto? 


SEÑOR BERTERRECHE.- Sí. El colono entró en 1991 con dos años autorizados de tercerización de 
arroz. Entró obteniendo una renta por ello. Suponemos que pagó; siempre estuvo autorizado, hasta el 
2004, inclusive. Después del 2004, por lo menos no tenemos información de que haya cultivado arroz, 
hasta el 2009 en que sí hizo arroz, sin autorización. La pidió, se le negó y lo hizo igual. Entre 1997 y 
1998 plantó arroz y después que lo hizo estamos hablando de 110 hectáreas de arroz pidió la 
autorización. Quiere decir que de nada hubiera servido; era una autorización fáctica porque ya lo 
había hecho. En realidad, el incumplimiento ya está. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- De acuerdo con las manifestaciones de los señores Presidente y 
Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización, entendemos que se han ajustado plenamente a 
la Ley N” 11.029. Es más, me tomaría el atrevimiento de leer parte de la norma para reafirmar lo 
expresado por nuestros invitados, a los efectos de que quede constancia en la versión taquigráfica. 
Concretamente, con respecto al tema de las rescisiones, el artículo 101 que, si no me equivoco, es al que 
se aludía, dice: "A iniciativa del Instituto y una vez agotada la vía de los entendimientos amigables, 
serán anulados de pleno derecho, los compromisos contraídos cuando el colono arrendatario o 
aparcero promitente comprador, incurriere en una de las siguientes situaciones: A) Dejare de pagar 
dos anualidades vencidas, siempre que tal omisión no fuere imputable a causa de fuerza mayor; B) No 
se ajustare a las normas de la explotación dispuesta, según se trate de colonización orientada, 
condicionada, dirigida, etc.; C) Fuere causa de perturbaciones o desórdenes en la colonia; D) Se 
dedicare a explotar otro u otros predios no adjudicados por el Instituto en menoscabo de la explotación 
del que le haya sido adjudicado; E) No cumpliere con cualquiera de las condiciones que estipulan la 
presente ley y su respectiva reglamentación.- Declarada la anulación por el Instituto y notificada, el 
colono desalojará el predio en el plazo de 120 días, el que podrá prorrogarse por un término 
prudencial en casos especiales, procurándose en lo posible que estos plazos permitan la recolección de 
las cosechas.- El colono desalojado tendrá derecho a una compensación por el valor de las mejoras que 
hubiera hecho con la aprobación del Instituto, con deducción del importe de sus deudas, salvo que en 
casos excepcionales y atendiendo la naturaleza de esas mejoras, se hubiera convenido lo contrario. 
Igual derecho tendrá el colono que se retire voluntariamente del predio adjudicado.- En ambos casos, 
la compensación se hará con sujeción a lo que disponen los parágrafos 2” y 3” del artículo 85". 


He dado lectura a este artículo a los efectos de reafirmar lo que manifestaban nuestros invitados. Me parece 
que es absolutamente claro, más allá de que quizás algunos de los literales mencionados no estuvieran 
comprendidos en la resolución adoptada. Ahora bien: de acuerdo con los literales A) y B) es contundente que 
el Instituto ha actuado dentro del marco de la ley, que es lo que pretendemos discriminar sin diferenciar de 
quién se trate, sino atendiendo a cuál es el cumplimiento de los compromisos con el Instituto. 


Más allá de eso, entendemos y compartimos la preocupación del señor Diputado Hugo Dávila, que es de ese 
departamento y vivió en el terreno una movilización y una serie de situaciones, por lo que recayeron en su 
persona una serie de responsabilidades y compromisos ante la sociedad. Entonces, es bueno que la directiva 
del Instituto aclare la situación a los efectos de que se maneje la mejor información. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Hemos escuchado atentamente las explicaciones de Colonización. 
Realmente, creo que este es un caso bien interesante, porque muchas veces hemos escuchado 
cuestionamientos respecto a anteriores Administraciones en cuanto al uso que se hacía de las parcelas, 
de cómo se entregaban a los amigos del poder, etcétera, y reconforta saber que en el Gobierno blanco 
se le entregó una fracción nada menos que a un integrante de la UTAA, compañero de Raúl Sendic. 


Quiero que esto conste en la versión taquigráfica, porque creo que habla y es un buen ejemplo de que las 
cosas son mucho más relativas de lo que a veces se afirma con vehemencia en algunos discursos. Entonces, 
rescato la actuación del Instituto Nacional de Colonización a lo largo de su historia; creo que sirve como 
ejemplo. 


Asimismo, llama la atención la condescendencia que se ha tenido con este colono. Nosotros conocemos 
situaciones en Salto que también son complicadas, difíciles, y no tenemos la versión del Instituto. 
Probablemente, después vamos a ir a hablar en forma personal para saber si la situación es como se nos 
cuenta, pero tenemos información por parte de colonos en el sentido de que no se ha actuado con tanta 
condescendencia. No tenemos la información oficial, por eso no hago afirmaciones en este sentido. 


SEÑOR GAGGERO.- Fueron diez años. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- No hago afirmaciones; simplemente digo que daría la impresión de que 
con este colono se ha tenido contemplaciones especiales, si bien por parte de Colonización se afirma 
que es la norma dentro del Instituto. Entonces, yo pretendo verificar si esto se compadece con otras 
situaciones que conocemos de nuestro medio en el departamento de Salto. 


Quiero decir que rescato la actuación del Instituto en este caso en particular: ha sido claro, contundente, y 
salvo que se demuestre por parte del colono que las cosas no sucedieron tal como Colonización ha afirmado, 
y de acuerdo a lo que se ha leído acá, creo que vale complacernos desde la Comisión por lo actuado por el 
Instituto. 


Ahora bien: me gustaría destacar algo. En la experiencia que tenemos en casos de brucelosis, si se va a estar a 
que esto se resuelva con la erradicación de esta enfermedad, creo que tendremos al señor Thedy dentro de esa 
fracción fácilmente hasta que fallezca. Los casos de brucelosis que conocemos son eternos: esa es la realidad. 
De manera que eso que se está planteando en sentido de que el ganado va a quedar allí por cuenta del colono 
hasta que el tema se resuelva, asegura al colono una permanencia muy dilatada. Además, conociendo los 
antecedentes del colono, que no ha sido cristalino en su actuar, yo creo que la brucelosis va a permanecer 
dentro de esa fracción "ad eternum". De manera que alerto sobre esto a Colonización porque si no estaríamos 
avalando lo actuado por el Instituto en relación a la conducta del colono, pero de esta otra manera oblicua, 
esto no se finiquita: esa es la realidad. 


Entonces, alerto sobre el tema y pregunto qué se tiene pensado al respecto, porque yo tengo claro que los 
Directores del Instituto Nacional de Colonización conocen el tema de la brucelosis seguramente mejor que yo 
y cómo va a resultar esto. De manera que la pregunta es cómo se va a tratar de resolver este asunto, dada la 
gravedad del problema. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Solamente quiero que se entienda que este no es un caso excepcional y que 
la flexibilización se da en todos los casos. En realidad, la posibilidad de acogerse al proceso de 
refinanciación se le dio a todos los colonos; después se estudió caso por caso, teniendo en cuenta la 
realidad productiva y social de cada uno. 


Hace relativamente poco tiempo, se paró el desalojo del colono Bentancor de la Colonia Baltasar Brum, que 
atiende la regional Salto, el mismo día en que iba a tener lugar. Y hay colonos que llevan ocho años de 
incumplimiento en Salto a quienes les vamos a pedir el desalojo. 


A veces el problema pasa por quién defiende al colono. En este caso, el desalojo salió rapidísimo desde el 
punto de vista judicial porque no hubo defensa del colono, y eso también puede pasar porque el propio 
colono decide que no va a seguir peleando ya que considera que nadie lo va a sacar de ahí, ni siquiera la 
Justicia. Pero esa es la realidad: no hacemos excepciones. 


Hay otros colonos que tienen dos fracciones y le sacamos una y la otra se la damos para su subsistencia. 
Efectivamente, en el departamento de San José, a una señora incumplidora de todo, pero con importantes 
problemas sociales, se le dejó una de las fracciones para su subsistencia. Es decir que la sensibilidad social 
abarca a todos los colonos e, insisto, no tenemos colonos de categorías A, B y C: todos son iguales. Puedo 
asegurarles que estamos haciendo procesos judiciales a colonos que pueden tener cualquier tipo de opción. 
No es eso; lo único que nos preocupa es que cumplan con la Ley N” 11.029. 


En cuanto al tema de la brucelosis quisiera hacer algunas precisiones. No es que toda la brucelosis llegue 
para quedarse. De hecho, en el rodeo lechero nacional, que fue donde empezó el programa de erradicación de 
la brucelosis, el problema está saneado. 


Por otra parte, no es que el colono Ney Thedy haya salido de la fracción y la siga ocupando. No es así: fue 
desalojado. Se sacaron todas las cosas; lo que quedó es el ganado a cuidado del Instituto, pero el colono no 
está produciendo ni ocupando el campo. Y cuando se termine esta situación y se defina que el ganado está en 
correctas condiciones, el que no pueda ser cargado se va, y esa fracción se adjudicará nuevamente. 


SEÑOR GAGGERO.- Aclaro que en general, cuando después de un largo proceso el colono ve que está 
cerca el desalojo, aparecen brucelosis, garrapatas y todas esas plagas en el ganado. Y ya existe un 
mecanismo aceitado entre el Instituto y los Servicios Ganaderos, aplicándose la ley sanitaria 
correspondiente, haciéndose los sangrados pertinentes se pagan, se cobran, se analizan y, tal como 
establece la ley, se va obligando a sacar los animales enfermos, de modo que lo que quede libre de 
enfermedad, o de cualquier otra peste, pueda ser retirado y llevado a otro lugar. Así que tenemos 
experiencia en ese sentido y la estamos llevando a la práctica, siempre de acuerdo a la ley. 


Por otra parte, creo conocer claramente el caso que plantea el señor Diputado Goñi Romero sobre el colono 
de Salto. Se trata de una excelente persona, pero hace ocho años que no paga y declara que no puede hacerlo. 
Cada vez que el Instituto le ha hecho un planteo de pago, dice que no puede hacerlo, que él vive de sus vacas 
y de sus ovejas; están esas declaraciones. Es más: su propia familia ha venido al Instituto a pedir que termine 
con esa explotación, porque el señor ya no puede trabajar más y no va a cumplir con el Instituto ni con nadie. 
En definitiva, se le terminó el plazo; aunque es un vecino de Salto muy apreciado, no cumple con las normas 
del Instituto, no paga y, como decía, cada vez que se le cita declara que no puede pagar porque su capital no 
se lo permite, y está en la vía judicial. No se han hecho diferencias con este colono frente a otros, sino que se 
ha seguido el mismo proceso; lo que ocurre es que a veces hay juzgados que van más rápido y otros más 
lento, pero eso no depende del Instituto, que siempre actúa en el sentido de impulsar la acción judicial cuando 
las medidas amigables ya no corresponden. 


Por lo tanto, quisiera dar tranquilidad al señor Diputado Goñi Romero de que en ese sentido estamos 
procediendo con la misma vara. 


SEÑOR DÁVILA.- Quisiera dejar una constancia, porque en algunas oportunidades el Presidente del 
Instituto ha planteado que la defensa del señor Thedy no había presentado recursos ante la Justicia y 
que eso aceleró un poco el proceso, y yo tengo en mi poder parte de los recursos presentados. Entonces, 
por lo menos algo hubo. El hecho de que el proceso haya sido rápido es otra cosa, pero, por lo que me 
consta, algo hubo por parte de la defensa del productor. Digo esto porque acá se dijo que 


prácticamente no había habido defensa del productor en todo ese tiempo y que eso había acelerado los 
procesos judiciales. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Lo que nosotros decimos es que, en general, cuando un juicio sale tan 
rápido es porque el colono no se defiende, o porque se puede haber defendido mal. Ahora bien: este es 
un tema de la Justicia en el cual no me quiero meter: se trata de un Poder el Estado que lo define. Lo 
único que pedimos nosotros es el proceso de entrega de la cosa. Obviamente, el juicio se hace en el 
Poder Judicial y no en el ámbito del Instituto, en el que puedo afirmar no se hizo ningún tipo de 
ofrecimiento en este sentido. 


SEÑOR GAGGERO.- Vale la pena aclarar que cuando hay un juicio de desalojo, de acuerdo con las 
leyes N” 11.029 y N” 18.187, la única excepción que la Justicia permite al colono es la de pago. Es decir 
que si el colono presenta como excepción el pago de la deuda por la cual el Instituto lo está ejecutando, 
se termina el juicio. El colono puede decir que tiene a la familia enferma, que no pudo cumplir por la 
seca, por la brucelosis o por lo que sea, pero esas no son excepciones tenidas en cuenta por la Justicia 
porque la ley es clara. Reitero: la única excepción que puede argumentar al momento de la ejecución es 
la de pago. 


Con esto aclaro el tema de los planteos que hacen los colonos frente a la Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechando la amable visita del Presidente y del Vicepresidente del 
Instituto Nacional de Colonización, quisiéramos que nos hicieran una síntesis del proyecto de ley que se 
aprobó en el Senado en el día de ayer y está por ingresar a la Cámara de Diputados, sobre las parcelas 
compradas en el régimen del Banco Hipotecario, antes de la aprobación de la ley de creación del 
Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Hubiéramos querido estar en las barras del Senado en el día de ayer para 
escuchar lo que se dijo sobre este proyecto, pero no nos enteramos, porque estábamos en otras 
actividades. Asimismo, aun no tenemos la versión final con lo que se votó en el Senado y con las 
argumentaciones que se dieron. 


De todas maneras, podemos plantear algunos elementos de doctrina del Instituto Nacional de Colonización a 
ese respecto. El Instituto considera que todos los predios que vienen desde el Banco Hipotecario son parte de 
lo que constituyó la formación del propio Instituto Nacional de Colonización. En todas las leyes anteriores, 
generadas desde la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario, se requería la autorización 
para la venta de aquellos que accedían a la tierra por esa vía. A partir del proyecto de ley interpretativo de la 
Ley_N” 18.187, y ante una realidad que existía, el Instituto se avino a entregar una propuesta negociada, 
atendiendo las realidades y las solicitudes, según la cual se podrían desafectar del Instituto Nacional de 
Colonización, por vía de la ley, aquellas fracciones cuyo precio fue cancelado y la escritura dada al 
propietario. No sucedía lo mismo con todo el resto que había pasado, donde, además, lo que pasa al Instituto 
es la hipoteca de cobro, y cuya construcción fue dada por eso, es decir: desde el punto de vista doctrinario, el 
Instituto se crea lo dicen aquellos legisladores que votaron la ley en 1948 a partir de lo que eran las colonias 
existentes y que venían del Banco Hipotecario. Entonces, en un ámbito de negociación y de flexibilidad 
podíamos aceptar que aquellas fracciones que fueron canceladas antes de 1948 pudieran quedar desafectadas, 
pero no las 155.000 hectáreas restantes. Es más: dentro de esas 155.000 hectáreas restantes hay fracciones 
que pertenecen, que son propiedad del Instituto Nacional de Colonización. Hay una contradicción flagrante: 
se desafecta algo que es propiedad del Instituto, aunque mayoritariamente esté en manos de colonos 
propietarios. 


Además, hay un elemento fundamental. Venimos de una situación coyuntural de concentración brutal de la 
tierra en nuestro país. En pocos años se vendieron 6 millones de hectáreas, la tercera parte del país y, 
mayoritariamente lo dijimos la última vez que vinimos a esta Comisión, venden los orientales y compran 
sociedades anónimas del exterior. También lo dijimos en la Comisión de Ganadería del Senado: fuimos desde 
Estación Queguay, pasando por arroyo Malo, Las Delicias, hasta la Colonia Ros de Oger, y vimos que, a 
mano izquierda, donde antes había colonias ahora hay 10.000 hectáreas concentradas por un ciudadano 
alemán que acaba de fallecer en Alemania y que están en sucesión. A mano derecha, una sociedad anónima 


argentina tiene 2.000 hectáreas. Donde antes había colonias y escuelas, ahora hay taperas y concentración. La 
desafectación determinaría automáticamente un proceso concentrador mayor. 


El Instituto fue creado en el año 1948, bajo la Presidencia de don Tomás Berreta, mediante una ley que tuvo 
como miembro informante el señor legislador César Mayo Gutiérrez, que planteaba la necesidad de tener una 
institución que regulara la correcta escala de los establecimientos en el Uruguay para el desarrollo de la 
familia rural. Somos la continuidad histórica de eso y, en la medida de nuestras posibilidades, vamos a 
defender la postura de que el Instituto Nacional de Colonización se creó sobre la base de la Sección de 
Fomento Rural del Banco Hipotecario del Uruguay. Podemos llegar a ceder flexibilizando nuestra posición 
aun en contra de nuestra doctrina y aceptar que aquellos que cancelaron antes de 1948 salgan de la afectación 
de la Ley N” 11.029, no así el resto, porque estaríamos contrariando el espíritu de la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera que se hiciera referencia a la parte en que no hubo unanimidad en el 
Senado, es decir, al inciso primero del artículo 5”. Se cambió la redacción que se había resuelto por 
unanimidad en Comisión. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Esto es bien interesante, porque la Ley_N” 18.187 tenía errores. Con esta 
ley interpretativa se los está corrigiendo, y tuvimos la suerte de ponernos de acuerdo todos. Nosotros 
participamos en la Comisión y estuvimos de acuerdo con todas las modificaciones que algunos 
Senadores estaban proponiendo, salvo en un caso, que es el que tiene que ver con el artículo 70 de la 
Ley_N” 11.029, relativo a qué pasa a la hora de la enajenación de una fracción propietaria. Aclaro que 
acá no está en discusión la propiedad de las fracciones. La propiedad es de los propietarios y punto; eso 
no se discute más. Lo que se discute es si están afectadas o no por la Ley N” 11.029, que les impone 
determinadas condiciones. 


El proyecto dice que toda enajenación, gravamen, subdivisión o cesión en cualquier forma de disfrute debe 
hacerse con la autorización previa del Instituto Nacional de Colonización, aún en el caso en que el colono 
haya satisfecho íntegramente sus obligaciones. Lo que se agregó es, precisamente, que debía tener satisfechas 
todas sus obligaciones para desafectarse de la Ley N* 11.029. Después, el Poder Ejecutivo tendrá que 
reglamentar qué significa satisfacer íntegramente todas sus obligaciones. La diferencia está en eso. Para 
nosotros, la obligación es la cancelación del precio y tener la escritura antes del año 1948. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el texto que tengo veo que falta el inciso primero del artículo 5”. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Ahí está como salió de Comisión, no como se votó ayer en el Senado. 
Precisamente, se saca lo referido a quienes no hayan cumplido íntegramente sus obligaciones antes de 
1948. Con la modificación hecha por el Senado se va a producir una desafectación de alrededor de 
22.000 hectáreas, pero 150.000 van a quedar afectadas por la Ley N” 11.029. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ayer me dieron una versión del texto en la que el primer inciso empezaba con 
la palabra "desaféctase", que falta en la que me dieron ahora. 


SEÑOR BERTERRECHE.- De hecho, se parte de la desafectación. ¿Qué es lo que se desafecta? Según 
tengo entendido, el Senado ayer votó la desafectación de los predios de aquellos que cumplieron con 
todas sus obligaciones antes de 1948. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estamos escuchando al Presidente y cuesta comprender lo que dice. 


El Banco Hipotecario tenía y sigue teniendo, una división de ventas urbanas donde presta dinero contra 
hipoteca. Muchas veces actúa como promotor, construye y vende contra hipoteca. Quienes compraron a 
principios del siglo XX y aquellos que lo hacen hoy, a principios del siglo XIX, compran, se hacen dueños de 
su propiedad, pagan la hipoteca, liquidan el tema con el Banco Hipotecario y no les queda ninguna 
afectación. Esto ocurrió y sigue ocurriendo con la cartera de padrones urbanos. A su vez, el Banco 
Hipotecario tenía una División con el objetivo de acceso a propiedades rurales, por lo que prestaba dinero 
para que determinada gente comprara una fracción de tierra y, contra hipoteca, le pagara. 


En un momento dado año 1948, se crea el Instituto Nacional de Colonización y se le encomienda administrar 
todo aquello que tenía el Banco Hipotecario en materia de créditos para compras de propiedades rurales y 
finiquitara el trabajo. ¿Qué es lo que le transfiere? La administración de los créditos, no de las propiedades, 
porque no puede transferir ninguna propiedad a quien ya es dueño. No se puede afectar esa propiedad, y eso 
era lo que ocurría. 


La propia concepción de que ahora se desafecta a quienes ya habían cancelado el crédito hipotecario, pero no 
a aquellos a los que de repente les quedaban una, diez o cincuenta cuotas de deuda no tengo ni la menor idea 
de cómo eran amortizados esos créditos falla. Alguien fue al Banco Hipotecario en 1930, pidió un préstamo, 
compró una fracción contra hipoteca y el Banco hizo su negocio, como lo hace con las carteras urbanas. 
Tiene rentabilidad por ello; genera un negocio bancario en torno al crédito. Eso es el Banco Hipotecario; lo 
era antes y lo sigue siendo hoy, pero diferencia entre propiedades urbanas o rurales. Esa es una primera 
cuestión. La segunda es que ahora se genera otra diferencia entre quienes usaron esos créditos y cancelaron la 
deuda esos son propietarios sin ninguna limitación y quienes usaron esos créditos y tenían un saldo de deuda 
que cancelaron después y quedan con una limitación. 


Es obvio que desde el punto de vista de la racionalidad, de la lógica, no es comprensible la actitud que 
pretende mantener la autoridad del Instituto Nacional de Colonización. No lo es porque falla en la 
concepción: alguien compró y se hizo dueño, es legítimo propietario. ¿Qué tenía? Una deuda que canceló; 
punto y raya. ¿Por qué se va a establecer una diferencia entre urbanos y rurales? ¿Por qué dentro de los 
rurales se va a diferenciar entre los que cancelaron y los que no? Claro, se dirá por parte del Instituto 
Nacional de Colonización: "Nosotros no haríamos diferencia alguna, quedarían todos gravados". En realidad, 
no alcanzamos a comprender por qué de administradores de los créditos, encargados de sus cobranzas y 
demás, pasan a ser titulares de derechos que limitan la propiedad ajena. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Con absoluto respeto, quiero corregir algunas conceptualizaciones. En 
primer lugar, el artículo 2” de la Ley N” 11.029 dice: "Créase el Instituto Nacional de Colonización 
sobre la base de la actual Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay". 
Es decir, se traslada la Comisión de Fomento rural y Colonización al Instituto. Hay una continuidad. 
Es más: en algún momento, la ley dice que caen todas las leyes anteriores. 


Además, el artículo 108 de esta ley que votaron los legisladores en el año 1948 para mí tal vez la más 
hermosa de las leyes que conozco, dice específicamente: " El capital del Instituto Nacional de Colonización 
lo constituirán: A) Los bienes que actualmente integran el patrimonio de la Sección Fomento Rural y 
Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay [...]". ¿Está claro? Dice: "Los bienes que actualmente 
integran el patrimonio de la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay". 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿Me permite una pregunta? 


Entre esos bienes, ¿se incluía lo que ya no era propiedad del Banco Hipotecario o solo los créditos? Hay que 
saber de qué estamos hablando. 


SEÑOR BERTERRECHE.- No terminé de leer la cita. Dice: "Los bienes que actualmente integran el 
patrimonio de la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay 
inmuebles, muebles, títulos, efectivo, créditos, acciones, cauciones, etc.". 


SEÑOR GOÑI ROMERO. Es correcto, pero un inmueble que estaba vendido y escriturado ya no es 
propiedad de la cartera del Banco Hipotecario. Lo que tenía era lo que más adelante usted lee: el 
crédito hipotecario. En ese caso, efectivamente, los recursos que obtenga de la cobranza van a ser del 
Instituto Nacional de Colonización, pero la propiedad no la pudo transferir el Banco Hipotecario al 
Instituto porque ya no la tenía. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Yo arranqué diciendo que la propiedad no estaba en cuestión. Acá no se 
cuestiona la propiedad del propietario. Nadie está diciendo que lo que pertenece al propietario es del 
Instituto Nacional de Colonización; en ningún momento se establece eso. Lo único que se dice es que 
está afectado por la Ley N” 11.029. A lo que quiero llegar es a que en todas las leyes anteriores relativas 
al Banco Hipotecario ¡en todas! se establece que el que compra a través del Banco le debe ofrecer al 


Banco. La condición ya estaba explícita en el crédito que el propio Banco daba. En realidad, ni siquiera 
se cambian las condiciones. Nosotros flexibilizamos nuestra posición por un tema de sensibilidad y de 
tratar de llegar a un arreglo, pero tiene razón el señor Diputado: si tuviera que decirlo, ninguno de los 
predios debería ser desafectado. Además, la desafectación es un poder que le da la ley al Directorio del 
Instituto Nacional de Colonización. De todos modos, con tal de negociar, de sacar una propuesta 
negociada y de consenso social, estamos dispuestos a hacer algo que va en contra de las potestades que 
la ley brinda al Instituto Nacional de Colonización. Aun así se nos dice: "Nada; todo está desafectado y 
el Instituto no puede decir si es correcto que eso se desafecte o no". 


El Banco Hipotecario lo tenía establecido. El artículo 70 se copia de tres o cuatro leyes aprobadas desde 1924 
en adelante, que todas tienen ese componente: el comprador, aun con precio cancelado y escrituración hecha, 
tenía que ofrecer la venta al Banco, decirle a quién se lo vendía, y este lo permitía o no. 


SEÑOR GAGGERO.- Creo que no es una cuestión de propiedad. La Ley N* 11.029, teniendo como 
antecedente las leyes anteriores que generaban los fondos para que la Sección Fomento Rural y 
Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay pudiera comprar tierra para dar crédito a colonos, 
ponía interdicciones en la propiedad. Es decir, no podía vender si no tenía cancelado el crédito, podía 
hacerlo recién después de cinco años y tenía que solicitar autorización. 


Cuando se aprobó la Ley N* 11.029, los legisladores de todos los partidos tomaron la determinación de 
afectar la propiedad por interés público. ¿Cuál es la afectación de la propiedad por interés público? Solo 
cuando se vende. El artículo 1* de la Ley N” 11.029 es muy claro: componen los cometidos del Instituto 
Nacional de Colonización la racional subdivisión de la tierra, la mejora y radicación del productor rural y el 
aumento de la productividad. ¿Cuáles son los dos artículos que preservan, para esos fines colonizadores, la 
tierra que la sociedad uruguaya compró? Los artículos 70 y 35. Por el artículo 35, el Instituto puede hacer la 
opción de compra y el artículo 70 establece la limitante de la autorización para vender, que es una afectación 
de la propiedad, pero la propiedad es plena del colono. Lo único es que para vender tiene que solicitar 
autorización al Instituto Nacional de Colonización, que no se mete en el precio ni en las condiciones de pago 
ni en ningún otro aspecto, salvo que el comprador tenga las características de colono establecidas en el 
artículo 61 de la Ley_N?* 11.029, 


Además, eso está jurídicamente aceptado por la Suprema Corte de Justicia, que en los distintos fallos ante 
recursos presentados por colonos que dicen no estar afectados no por la afectación, sino porque se realizaron 
contratos anteriores y eso no da la seguridad jurídica dice que el legislador puede declarar cualquier 
afectación a la propiedad por interés social. De hecho, los legisladores lo hicieron a partir del año 1948 con la 
ley de la propiedad rural, para que no se subdivida ni se concentre la tierra. El artículo 70 otorga esa potestad. 
Asimismo, cuando una propiedad es declarada patrimonio histórico nacional se establece una afectación a la 
propiedad. Cuando aprueba una norma de desarrollo territorial, el legislador también afecta la propiedad. 
Quiere decir que legítimamente el legislador, por interés público, puede afectar la propiedad de la tierra; 
factores de afectación, pero no la propiedad. Y eso, con todo respeto, señor Diputado está incluido en la Ley 
N* 11.029, de 1948, que no se dice expresamente porque en ese momento todos los que integraban las 
colonias que pasaban de la Sección de Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario al Instituto 
Nacional de Colonización se sentían realmente colonos, porque la sociedad uruguaya se lo había facilitado 
con préstamos y tasas especiales a pagar a largo plazo. Que después muchos sucesores de esos señores 
propietarios en una primera instancia no se sintieran colonos, se debió a dos aspectos. Al no cumplimiento de 
las normas legales que el Instituto debía hacer cumplir que lamentamos mucho que así haya sucedido durante 
muchos años, lo que generó que hoy algunos se sientan así. Pero no son muchos, porque la mayoría de los 
colonos propietarios habían registrado sus títulos en el Instituto Nacional de Colonización a partir de la Ley 
N? 18.187, del 2 de noviembre de 2007, y quieren ser colonos. ¿Para qué? Para que la sociedad uruguaya 
pueda seguir teniendo tierras adonde puedan ir familias productoras rurales sin recursos. De lo contrario, si se 
desafectan masivamente las tierras, como son propiedad de pequeñas familias rurales, pasan a concentrarse y 
extranjerizarse. Precisamente, esa es la idea contraria a la del Instituto Nacional de Colonización, motivo por 
el cual se creó. 


Por lo tanto lo hemos visto, tenemos muchísima regularización de títulos que se vendieron. Es más: cantidad 
de colonos propietarios, anteriores al año 1948, cuando fueron a vender solicitaron la autorización al Instituto 


figura en sus fichas y el Instituto les autorizó la enajenación o no de su fracción. Después, otros no hicieron 
ese acto y el Instituto también lo controló. 


En resumen, para iniciar una nueva colonización sin discusión, buscando una organización política que apoye 
al Instituto, el Directorio este y el anterior decidió que valía la pena liberar 22.700 hectáreas que habían sido 
compradas y pagadas, reconociendo el planteo de los que piensan distinto de la afectación y admitió que esas 
tierras estaban desafectadas. Esta desafectación la podíamos haber hecho los cinco miembros del Directorio, 
pero, bueno, hoy se quiere hacer por ley y el Instituto no se opone. Pero que no se piense en liberar 180.000 
más, porque al Instituto Nacional de Colonización, cuando se crea en el año 1948, pasan 203.000 hectáreas, 
casi todas en Paysandú y en el litoral. A estas 203.000 hectáreas, en esos sesenta años, se les han anexado 
carreteras, caminos, escuelas, pasos, predios y electrificación, una inversión importante que ha hecho la 
sociedad uruguaya para mantener a la familia productora rural en los predios de colonización, por lo que 
realmente sería una barbaridad jurídica y social liberar eso al comercio de los hombres. Quiere decir que hoy 
los hombres que tienen sus capitales pueden accionar y comprar la tierra que quieran en todo el territorio 
nacional porque esa es la liberación que hay, cumpliendo con las normas, pero en aquellas tierras afectadas 
por el Instituto Nacional de Colonización la decisión última del nuevo propietario es del Instituto. Creo que 
ese es un hecho absolutamente trascendente para la vida social y productiva del país y que ningún legislador 
debería estar pensando en otra cosa, porque significa el resguardo de 500.000 hectáreas, que representan nada 
más que el 4% del área nacional, para mantener a la familia rural. Es más: tendríamos que seguir generando 
recursos y cuando esas tierras que pasaron de la afectación a la desafectación por esta nueva norma vuelvan a 
ser ofrecidas al Instituto, patrióticamente, deberíamos estudiar la manera de que el Instituto obtenga recursos 
para comprar esas tierras al precio y en las condiciones que quiera el colono y mantener la unidad de las 
colonias. Porque de eso se trata una colonia: de la unificación de un área donde va a invertir la sociedad para 
provocar trabajo nacional y producción. En los hechos, hoy la colonización demuestra que hay verdaderos 
núcleos de la familia rural donde hay una colonia importante, con jóvenes trabajando. Todo eso es porque se 
ha preservado la afectación en la unidad nacional de la colonia. Ese es un concepto básico que debería ser 
comprendido por todos quienes recorremos la campaña, donde vemos enormes cantidades de taperas y de 
campo desolado. En el norte, por decir una cifra, en Tacuarembó y en parte de Salto tienen una población de 
desierto: allí existe un 1% de la población o un habitante cada mil hectáreas. En cambio, en las colonias del 
Instituto Nacional de Colonización hay escuelas, familias, sociedades de fomento, escuelas agrarias, un polo 
de desarrollo realmente importante. Y eso, patrióticamente, desde el color que se quiera ver, es un incentivo a 
la familia rural nacional, que es un patrimonio cultural productivo que tiene el Uruguay y que no debe perder. 


Es por estos motivos que uno, que conoce el medio rural y ha visitado todos los rincones del país, defiende 
con tanta vehemencia esta ley y sus consecuencias. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Dicho así, elegantemente, es muy bonito lo que dice el Vicepresidente. Pero 
pongamos de ejemplo una situación real: una fracción de 200 hectáreas, pero no a precios de US$ 8.000 
como compró el Instituto, sino a US$ 2.000. ¿Qué clase de persona o de familia puede clasificar como 
aspirante a colono y ser capaz de disponer de US$ 400.000 para acceder a esa fracción? En teoría está 
muy bonito. Lo que ocurre en la práctica es que dejamos a todos los colonos sin la posibilidad de hacer 
valer su real derecho de propiedad. Alguien que aspira a ser colono y que por las definiciones que 
tenemos no dispone de capital, en el entendido de que el Instituto tampoco tiene capital para financiar, 
¿cómo consigue ese dinero? Entonces, ¿cómo se puede hacer para que el colono haga valer su derecho 
de propiedad? ¿Qué colono puede aspirar a ingresar a un predio de 200 hectáreas con US$ 400.000 
para la compra de tierra? Eso, además de poblarlo, tratarlo y hacer agricultura, que ¡Dios me libre, la 
inversión que requiere! Me parece que en los hechos la posición teórica se nos cae. Esta es la dificultad. 


SEÑOR GAGGERO.- En los cinco anteriores y en este sexto año, hemos desarrollado una acción 
donde el Instituto se revitalizó, se reordenó, se reorganizó muchísimo, está cumpliendo con las 
disposiciones de la Ley N” 11.029, creció en 45.000 hectáreas en el momento de auge del precio de la 
tierra. En esta misma circunstancia estamos generando nuevas tierras, que hemos comprado a precios 
importantes. Hemos adquirido una cantidad de fracciones que los colonos en distintas oportunidades 
ofrecen al Instituto. 


Me parece que en vez de ver el medio vaso vacío tendríamos que buscar y gestionar recursos para que el 
Instituto Nacional de Colonización pueda seguir dando tierras a gente que no se quiere ir del campo, que 


tiene que seguir produciendo, lo que implica una cultura de la producción nacional, en la que seguramente 
todos estamos de acuerdo. Tenemos ejemplos muy exitosos de colonos que han cumplido a cabalidad y han 
progresado. Lamentablemente, nos reúnen las circunstancias cuando uno de los colonos incumple y nos 
llaman para tener que aplicar la ley. Pero en realidad el ejemplo es mucho más virtuoso que el que hoy nos 
convocó en primera instancia. 


(Diálogos) 


SEÑORA MATIAUDE ESPINO.- Precisamente, quiero hacer una aclaración con respecto a lo dicho 
por el señor Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización en cuanto a que nosotros lo 
invitamos. 


Me llama poderosamente la atención debo haber entendido mal porque los señores integrantes del Instituto 
Nacional de Colonización habían dicho de venir ellos a darnos explicaciones y hoy, al contrario de lo que 
pensé, fue la Presidencia de esta Comisión la que los invitó. Entonces, volviendo a los hechos, vamos a decir 
a los señores integrantes del Instituto Nacional de Colonización que hubo miembros de esta Comisión que 
fuimos mal enterados sobre las circunstancias en que acudían a este ámbito. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Entiendo el planteo de los Diputados, pero en todo caso creo que es un 
tema de la Comisión que se debería discutir en su ámbito y no ante la presencia de nuestros invitados. 


(Interrupción del señor Representante Goñi Romero) 


——- No quiero polemizar ni nada por el estilo. 


SEÑORA MATIAUDE ESPINO.- Yo creo que no somos consultados todos los miembros de esta 
Comisión. 


SEÑOR BERTERRECHE.- No sé si es bueno trabajar situaciones generales a partir de cuestiones 
puntuales, individuales o anecdotarias, pero a mí me gustó el ejemplo: ¿quién puede comprar 200 
hectáreas a US$ 2.000? El Instituto hoy puede comprarlas. El problema es si todos los colonos deciden 
vender al mismo tiempo esas 200 hectáreas. Eso es lo peligroso. Ahí le respondo: los únicos que pueden 
comprar son los pool de siembra, las empresas forestales y algún fondo de inversión internacional. Con 
seguridad que ningún productor uruguayo puede hacerlo, ya no un productor familiar. 


En cuanto a esa compra en Soriano, que en realidad fue por US$ 8.800 la hectárea, uno de los argumentos 
por los que compramos fue que la única posibilidad de que un productor uruguayo se estableciera allí era que 
lo comprara el Instituto Nacional de Colonización. Si no, nunca más va a haber un productor uruguayo en esa 
zona. 


Precisamente, decimos que nosotros podemos llegar a comprar, pero lo que no podemos permitir es que se 
siga concentrando la tierra y que se sigan saliendo de una concepción de colonia. Hacemos desafectaciones 
por la realidad. Ha habido fracciones que no tiene ningún sentido mantenerlas dentro de la afectación 
establecida en la Ley N* 11.029, y eso lo dice la norma es potestad del Directorio. Se hacen hoy; desde que 
yo estoy en el Instituto hemos hecho desafectaciones por situaciones circunstanciales, donde evidentemente 
ningún productor familiar va a poder comprar esa fracción por las características que hoy tienen. Las 
hacemos, no hay ningún problema. Una cosa es hacer esa consideración puntual en el estudio caso a caso y 
otra es levantar la posibilidad de que la concentración se produzca cuando 177.000 hectáreas ya pueden ser 
directamente desafectadas, sin la más mínima restricción. Esa es la diferencia fundamental. 


El Instituto Nacional de Colonización está discutiendo su plan estratégico y lo está poniendo a disposición de 
todos sus funcionarios, no solamente de la parte política del Directorio. Una de las cosas que a mí más me 
llamó la atención es que los cuadros funcionales plantean como una de las posibilidades mayores el hecho de 
que el Instituto recompre todas las fracciones que hoy están en propiedad de colonos que quieren vender; no 
se está hablando de expropiación, sino de que se plantea una venta. También lo estamos haciendo, así como 
en algún caso estamos desafectando o comprando. Lo que nosotros queremos es evitar que haya una 


desafectación universal de esas 177.000 hectáreas que lo único que va a lograr que se queden en tres o cuatro 
empresas, porque es así. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Quizás no tenga la respuesta ahora, pero me gustaría tener una idea 
aproximada de cuántas hectáreas ofrecen los colonos por año, con las variaciones y demás. Por 
ejemplo, ¿cuántas hectáreas ofrecieron en el 2010? 


SEÑOR BERTERRECHE.- En este momento es abundante la cantidad de fracciones que se están 
vendiendo. Algunas las compra el Instituto, hay otras cuya venta autorizamos a gente que tiene cierto 
perfil de colono y otras las desafectamos; lo hacemos, pero lo analizamos caso a caso. En San José, 
estando presente el Diputado del departamento, cada vez que hay una venta, si tenemos las 
posibilidades tratamos de comprarlo, por la necesidad de tierras en un departamento absolutamente 
lechero, que es una de las prioridades que tiene el Instituto. 


Además, debemos tener en cuenta una realidad en la que el agro en su conjunto está envejecido. El Instituto 
Nacional de Colonización no escapa a esa situación y, por tanto, hay un montón de colonos viejos que hoy 
quieren dejar de ser colonos, retirarse, vivir sus años tranquilos y venden. En algunos casos compra el 
Instituto y, en otros, un particular que tiene perfil de colono y en otros casos lo desafectamos. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Yo he escuchado con mucha atención. Este tema hace algo más de dos 
años que lo venimos discutiendo. Así que en varias oportunidades hemos contado con la participación 
del Instituto Nacional de Colonización para informarnos y opinar al respecto. 


Quiero hacer una pregunta concreta, aunque algo ya se manejó y se dijo en otras oportunidades. Me gustaría 
saber cuántos colonos del BHU llamémosle así por la situación que estamos discutiendo se han presentado al 
Instituto para regularizar la situación. 


SEÑOR GAGGERO.- Alrededor de trescientos colonos. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Es que ese es el punto. ¿Por qué se hace esta ley interpretativa? Porque 
hubo un desorden jurídico brutal. Entonces, se está tratando de ordenar. Cuando se trata de ordenar, 
sucede que hay gente que dice "Yo quiero" y otra que dice "Yo no quiero". Pero, en realidad, no se 
sabe lo que pasó con buena parte de esto, porque hubo venta, compra, subdivisión; hubo un montón de 
cosas que se hicieron violentando la ley y, entonces, se quiere arreglarlo con esta ley interpretativa. A 
nosotros nos urge por eso mismo: por saber cuántos son verdaderamente. Hay lugares donde había 
diez colonos y hoy hay un solo propietario y es una sociedad anónima. ¿Qué es lo que se quiere? Ni 
siquiera se le dice: "Usted no es propietario; está en la ilegalidad". No, no: se lo reconoce. Lo único que 
se le dice es "Si usted llega a vender, va a tener que pedir permiso al Instituto Nacional de 
Colonización". En realidad, esta ley para nosotros es fundamental, no por una reafirmación de algo 
doctrinario que tiene el Instituto; pueden leer las actas de los Directorios anteriores y verán que eso es 
propio del Instituto, no de quien lo administra en el día de hoy. 


Precisamente, esta norma nos ayuda a ordenar la cancha para después hacer políticas dentro del Instituto. 
Hoy no se puede saber quién es quién y quién no. Sí sabemos que hay trescientos colonos que decidieron 
decir "Queremos seguir siendo colonos". 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- No voy a reafirmar lo que ustedes dijeron porque está expresamente 
señalado y yo lo tenía subrayadas en la Ley N” 11.029, con relación a la historia, a cómo se conforma el 
Instituto Nacional de Colonización y cuáles son sus bienes, que quedó claramente explicitado. Más que 
un tema general se trata de un asunto de orden filosófico y de concepción de que la tierra es un bien 
social. 


Aparte de eso, me interesa compartir y recordar si no estoy equivocado que en la Administración pasada del 
Instituto se hizo un censo para conocer la realidad de cuántas colonias y cuántos colonos existían al 
momento, ya que de alguna manera era un dato que no se tenía con precisión. Este censo aportó elementos 
para poder seguir trabajando y tomar decisiones. 


Por otra parte, otro trabajo del Instituto tal vez el mismo censo; o del PIT-CNT, que también realizó trabajos 
en su departamento o sección que tiene que ver con los temas agropecuarios, un estudio que se hizo permite 
concluir que hay un cambio cultural en los propios colonos. Ni hablemos de aquellos que son anteriores a 
1948 año en que se aprobó la Ley N* 11.029 y que se hicieron de las tierras a través de la Sección Fomento 
Rural y Colonización del Banco Hipotecario: obviamente, han pasado varias generaciones y de pronto 
sanamente entienden que no son colonos. Así lo han trasmitido en más de una oportunidad en este ámbito: no 
se consideran colonos, más allá de que nosotros entendemos que lo son, precisamente, en aplicación del 
artículo de la Ley N” 11.029 al que se hizo referencia. 


Ha habido como un proceso de desculturización en cuanto a la concepción de colonos por parte de ellos 
mismos. Si no me equivoco, ese estudio lo hizo el propio Instituto el año pasado. Es más, de pronto algunas 
personas, inclusive maestros para mencionar una de las anotaciones que se hacían, que estaban dentro de una 
colonia, no tenían idea de que se encontraba en esa situación. Es decir que se ha ido cambiando la concepción 
de colonia por el concepto de propietario individual de un predio y, en definitiva, no es así. Ese no fue el 
objetivo de la ley ni de la concesión de la tierra y me parece que este es un tema sobre el que tenemos un 
debe: que la gente tome conciencia a qué pertenece y cómo pertenece. Más allá de que tiene sus obligaciones 
individuales con el propio Instituto, también conforma un colectivo que es una colonia y que debe funcionar 
como tal, porque el Estado, las Intendencias, a través del Instituto, brindan servicios a un colectivo que, si no 
existiera, quizás habrían llegado más tarde o no habrían llegado. 


Y un tema que me interesa, y que seguramente va a estar en el plan estratégico del Instituto, tiene que ver con 
las nuevas metodologías, los nuevos caminos que Colonización entiende que son pertinentes a los efectos de 
trabajar en aquellos predios que pueden estar afectados a colonos, quizás por otras modalidades y no por 
aquellas históricas de cederlos, mediante las normas correspondientes, para que el productor acceda a la 
colonia. 


SEÑOR CASAS.- Volviendo a la problemática del Instituto Nacional de Colonización, hace un tiempo 
se remató un predio de una colonia, creo que en forma judicial. Entonces, ante un remate judicial, 
quisiera saber cuál es la facultad que tiene el Instituto para interceder en el futuro del predio. 
Adviértase que en un remate judicial se pueden hacer ofertas libremente; en ese caso, ¿cómo se 
mantiene el perfil de colono para esos predios? 


SEÑOR BERTERRECHE.- El primer problema que tenemos es que muchas veces se daba la hipoteca, 
que después se ejecutaba judicialmente, sin pedirle permiso al Instituto. Entonces, muchas de ellas 
eran no válidas, cosa que le sirvió a muchos propietarios que después hicieron juicios de 
inconstitucionalidad, algo bastante demencial en la lógica: eran colonos para que no los ejecutaran, 
pero dejaban de serlo cuando querían vender la tierra a un tercero. 


Por otra parte, nosotros no defendemos el precio, porque, en definitiva, estamos hablando de una relación 
entre un colono propietario y una entidad financiera, la mayor parte de las veces, el Banco de la República. 
Ahora bien, ante el proceso de remate, los habilitados para pujar en la subasta deben ser previamente 
autorizados por el Instituto. 


SEÑOR GAGGERO.- Cuando se va a la ejecución del bien, es potestad del Juez consultar previamente 
al Instituto en el sentido de si autoriza la realización del remate, porque es tierra afectada. Si ello 
ocurre, generalmente el Instituto contesta que lo autoriza con la condición de que se abra un registro 
de quiénes podrán intervenir en el remate. El Juez accede y el Instituto abre una lista de interesados en 
las regionales y en todo el país, estudia los casos y luego, si hay uno, cinco o seis aspirantes, lo comunica 
al Juez de la causa. Pero hay Jueces que piensan distinto y entienden que el remate es la preparación 
previa a la escrituración y que es un acto que no precisa consulta. Entonces, efectúa el remate y 
después consulta al Instituto, que le puede decir que el señor que compró el predio no tiene 
características de colono, situación que realmente ocurrió. En ese caso, el Juez determina si acepta la 
posición del Instituto o no. Si no la acepta, el Instituto recurre la decisión adoptada. De hecho, ya 
hemos ganado en segunda instancia y se ha debido hacer nuevamente el remate. 


Por lo tanto, hemos hablado con la Suprema Corte de Justicia pidiéndole que instruya a los señores Jueces en 
el sentido de que, si bien está dentro de su potestad no hacerlo, es mucho más práctico que realicen la 


consulta previa al Instituto, y no tener que declarar nulo un remate con todos los gastos y consecuencias que 
ello tiene. Este es el procedimiento que hemos seguido hasta el presente. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Voy a poner un ejemplo para ilustrar lo que quiero decir sobre las 
dificultades que acarrea este sistema en la propiedad y en los derechos del propietario, de los 
acreedores y de los ciudadanos todos, en función de su rol en la materia. Poco tiempo atrás, quizás 
unos cuatro años, se remató una fracción en una colonia en Salto, a veinte kilómetros de la ciudad, con 
una plantación de citrus interesante, y por esas limitaciones de quiénes pueden ofertar, se compró en 
US$ 7.000. Obviamente, el propietario y los acreedores que llevaron el predio a remate vieron 
disminuido de tal manera su derecho de propiedad que yo diría que fue inexistente: muy buen negocio 
para quien compró, pero en realidad quedó desvirtuado todo lo que puede significar una economía 
sana. 


SEÑOR GAGGERO.- Eso es real. Ahora bien, debo informar al señor Diputado que cuando se fue a 
realizar el remate, al que se presentaron dos personas con características de colonos, el abogado del 
Instituto, presente en el acto, habló con el Juez y con el actuario y les dijo que eran solo dos aspirantes 
y que hasta ese momento se había presentado uno solo. Aun así el Juez decidió hacer el remate. 
Entonces, en ese caso no fue una decisión del Instituto, que alertó sobre la posibilidad de que podría 
haber un solo aspirante, lo que efectivamente ocurrió. Eso escapa a la acción del Instituto que, estando 
presente, alertó a la Justicia. Entonces, en ese caso, el Instituto no es el responsable de esa acción, sino 
la Justicia. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Quiero agregar que advirtiendo ese problema, el Instituto generó 
normativa para que la institución financiera que ejecuta pudiera defender el precio, permitiéndole 
intervenir en el remate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer la visita del Presidente y 
del Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización que nos ha enriquecido mucho en temas que 
son de actualidad: seguiremos en contacto. 


(Se retiran los señores Presidente y Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización) 


——- La Mesa quiere informar que ya están pedidos los espacios físicos para el foro cárnico que tendrá lugar 
el día 2 de junio 


Además, paralelamente, desde el 30 de mayo hasta el 3 de junio, habrá una muestra del INAC aquí, en el 
Edificio Anexo al Poder Legislativo, con el nombre "Cuatrocientos años de ganadería, doscientos años de 
nación". Ya tenemos confeccionado el programa y hay cinco talleres: se invitará a las gremiales para los 
temas de la producción y a los sindicatos y a las industrias, para los de industrialización y comercialización. 


También tenemos un esbozo de quiénes serán los invitados. Por ejemplo, tenemos previsto invitar a la 
Asociación Rural del Uruguay y a la Federación Rural, porque hay dos temas para las gremiales. Entonces, 
deberán ponerse de acuerdo entre ellas para decidir en qué mesa participa cada una de estas organizaciones. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Más allá de las formalidades, vayamos al contenido. 


Personalmente, tengo alguna diferencia conceptual con lo que he visto acá, porque por ejemplo en la Mesa 1 
se hablará de la proteína animal, y para ello se proyecta invitar a la ARU, a la Federación Rural del Uruguay, 
a la Comisión Nacional de Fomento Rural y también a la producción avícola. Entonces, teniendo en cuenta el 
planteo que ustedes hicieron, ¿esto tiene que ver con lo que comúnmente entendemos por carne, que es 
básicamente la carne vacuna o con la concepción de la alimentación y con las proteínas? Considero clave la 
respuesta a esta pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El término "carne" por supuesto que engloba al tema de las proteínas, pero 
es tan amplio que inclusive hay empresas frigoríficas de vacunos que también faenan otras especies. 
Entonces, tratamos de englobar el tema de la producción, la industrialización y el comercio. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- No me contesta la pregunta, señor Presidente, ¿por qué también está la 
parte avícola? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Porque hay productores agropecuarios que se dedican a la producción 
avícola y plantas industrializadoras que se dedican a la faena avícola. Quizás el señor Diputado 
entienda que faltaría incluir la pesca y la producción de carne suina. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Efectivamente: si incluimos a uno, debemos incluir a todos. Si mal no 
recuerdo, en aquella nota original lo que ustedes plantearon tenía que ver con lo que comúnmente 
entendemos por carne. Cuando uno va a la carnicería pide milanesa de carne de vaca o de carne de 
pollo: todas son de carne, pero según lo que ustedes habían manifestado, yo entendí que el evento 
guardaría relación con la carne bovina y eventualmente con la ovina y que no pasaría de allí. Ahora 
bien, de no ser así, deberíamos incluir a los demás sectores, y aclaro que no estoy en contra de eso; al 
contrario. El señor Presidente recordará que precisamente yo le hice un planteo en ese sentido. Reitero 
que si vamos a incluir a uno, debemos incluir a todos, lo que sin duda me parece bien importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo se hará en coordinación de bancada para tomar resolución sobre 
este asunto. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Otro aspecto que no me gusta es que este planteo ratifica la falta de 
concepción de cadena, porque manifiesta compartimentos estancos: en la producción invitamos a los 
productores, pero en la industrialización no y yo sí creo que tienen mucho que ver. En la 
industrialización invitamos a los industriales y al PIT-CNT, pero no a los productores, que ¡vaya si 
tienen importancia! Las afirmaciones de la industria, ¿no pueden ser evaluadas y criticadas por los 
productores? Yo creo que deben serlo, porque ese tiene que ser el objeto de un debate de la cadena. De 
lo contrario, con este esquema estamos mostrando la falta de noción de cadena y, además, la 
ratificamos, porque hay un sistema de debate con compartimentos estancos donde cada uno va a estar 
acotado a su tema, pero no al del otro. Entonces, creo que no vamos a contribuir al objeto que pienso 
que es importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy inteligente el planteo del señor Diputado: también lo 
trasladaré a la reunión de coordinación. Es muy correcta la observación planteada en el sentido de que 
el tema es hablar de la cadena cárnica. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Creo que las observaciones han sido pertinentes. En principio se 
hablaba de las cadenas cárnicas y ahora de un foro de las carnes; esto habla de una variación de cómo 
se va a encarar y me parece bien. 


SEÑOR CASAS.- No descartaría invitar a alguien relacionado con el sector lechero, que no por ser 
lechero deja de producir carne. Ya que estamos hablando del tema de la falta de ganado, creo que hoy 
en día se está dando cada vez más la producción de carne en base a terneros Holando. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- En la misma línea del señor Diputado Casas, quiero llamar la atención 
acerca de que no veo en el programa referencia a la carne ovina, que en este momento tiene precios 
excepcionales y es un rubro importante, cuyo stock a decaído; quizás por los precios decae más, porque 
la gente vende más. Me parece que también debería estar presente el SUL o alguien representativo del 
sector ovino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está la ARU, que representa a productores que se dedican a todas las 
especies. De todos modos, el SUL es una gremial muy interesante que está vinculada con la producción 
de carne ovina. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Yo pensé en ese tema, pero como están la ARU, la Federación Rural y la 
Comisión Nacional, pienso que están representados los productores bovinos y ovinos en general. La 
industria frigorífica, en general, salvo excepciones, también se dedica a los dos rubros. Por eso, no hice 


especial hincapié en esto, pero sería interesante contar con la visión del SUL, que tiene técnicos bien 
destacados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a la señora Diputada Matiaude Espino si podemos contar con su 
apoyo. 


SEÑORA MATIAUDE ESPINO.- Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el tiempo que nos queda seguiremos en contacto para ultimar los detalles 
del foro. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


